
 
 
 
 
 
 
 
 

Honorable Magistrado Presidente de la Sala Tercera, de lo 

Contencioso Administrativo, de la Corte Suprema de Justicia. 

 Acudo ante ese Tribunal de conformidad con lo dispuesto en el artículo 109 

del Código Judicial, en concordancia con el artículo 1147 del mismo cuerpo 

normativo, para promover y sustentar recurso de apelación en contra de la 

providencia de 17 de diciembre de 2010, visible a foja 33 del expediente, mediante 

la cual se admite la demanda contencioso administrativa de plena jurisdicción 

descrita en el margen superior; solicitando a ese Tribunal que, conforme el criterio 

utilizado al proferir su resolución de 1 de diciembre de 2009, se conceda este 

recurso en el efecto suspensivo. 

 La oposición de la Procuraduría de la Administración en lo que corresponde 

a la admisión de la mencionada demanda, radica en el hecho que la misma es 

contraria a lo que señala el artículo 43a de la ley 135 de 1943, modificada por la 

ley 33 de 1946, que es del siguiente tenor:  

 “Artículo 43a. Si la acción intentada es la de 
nulidad de un acto administrativo, se individualizará éste 
con toda precisión; y si se demanda el restablecimiento 
de un derecho, deberán indicarse las prestaciones que 
se pretenden, ya se trate de indemnizaciones o de 
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modificación o reforma del acto demandado o del hecho 
u operación administrativa que causa la demanda”. (El 
subrayado es nuestro). 

 
 En efecto, esta Procuraduría advierte que en el apartado de la demanda 

correspondiente a “lo que se demanda”, la parte actora solamente ha solicitado la 

declaratoria de nulidad, por ilegal, de la resolución 3 del 21 de mayo de 2010, 

emitida por el Ministerio de Salud, por conducto del Consejo Técnico de Salud, 

omitiendo la solicitud relativa al restablecimiento del derecho subjetivo lesionado, 

es decir, que no ha identificado las prestaciones que espera obtener producto de la 

declaratoria de ilegalidad de la mencionada resolución tal como lo exige la norma 

antes indicada, imposibilitando con ello que ese Tribunal se pronuncie sobre tal 

derecho.  

 Al respecto, debemos precisar que debido a que nos encontrarnos frente a 

una acción contencioso administrativa de plena jurisdicción, no basta con 

demandar la declaratoria de nulidad del acto acusado, sino que también es 

imprescindible que se solicite el restablecimiento del derecho subjetivo lesionado 

como producto de la emisión del referido acto administrativo, tal como lo ha 

manifestado ese Tribunal en su resolución de 7 de diciembre de 2010, en la cual 

señaló lo siguiente:  

 “… 
La Procuraduría de la Administración, apela la 

decisión adoptada por el magistrado Sustanciador, 
señalando que se desconoce el contenido del artículo 
43a de la Ley 135 de 1943, que establece que si la 
acción intentada es de plena jurisdicción, por estar 
dirigida a lograr el restablecimiento de un derecho, 
deberán indicarse las prestaciones que se pretende. 

En ese sentido, alega que se puede advertir de la 
lectura del libelo contentivo de la demanda, en la parte 
‘lo que se demanda’, que el actor omitió solicitar el 
restablecimiento del derecho subjetivo, toda vez que se 
limitó a pedir que se declare nulo, por el ilegal, el decreto 
impugnado. En razón de ello, la presente demanda no 
debió ser admitida, toda vez que la Sala no podrá 
pronunciarse respecto al restablecimiento de dicho 
derecho. 
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Al respecto, el licenciado Abel Martínez señala en 
su escrito de oposición que al momento de solicitar la 
nulidad del acto impugnado, pretende que se restablezca 
el derecho vulnerado, toda vez que el hecho que se 
anule el acto permite la restitución del derecho. 

ANÁLISIS DE LA SALA 

Atendidas las consideraciones del apelante, el 
resto de los Magistrados que integran esta Sala, 
consideran necesario hacer las siguientes 
consideraciones: 

La controversia planteada en el recurso que nos 
ocupa, gira en torno a la admisión del acto demandado, 
por razón que el actor omitió solicitar el restablecimiento 
del derecho subjetivo supuestamente vulnerado. 

 
Ahora bien, la parte actora presentó ante la Sala 

Tercera demanda contencioso-administrativa de plena 
jurisdicción para que se declare nulo, por ilegal, el 
Decreto de Personal No. 187 de 6 de octubre de 2009, 
dictado por el Ministerio de Vivienda, por medio del cual 
se destituye a José Valencia, que fuera confirmado a 
través Resolución No. 483-09 de 26 de noviembre de 
2009. 

 
Igualmente, se observa que de la lectura de la 

demanda, el actor omitió solicitar el restablecimiento del 
derecho subjetivo  supuestamente vulnerado, tal y como 
lo señala el Ministerio Público. 

 
Ante tales hechos, se advierte que con la simple 

petición de nulidad del acto acusado mal puede lograrse 
la reparación de derecho subjetivo alguno, 
esencialmente, porque en el evento de decretarse la 
nulidad del acto administrativo, esto por sí solo no traería 
como consecuencia el reintegro del demandante y el 
reconocimiento de los salarios dejados de percibir.  

 
Lo anterior es así, toda vez que el artículo 43 a de 

la Ley 135 de 1943, establece, lo siguiente: 
 

 ‘Artículo 43ª. Si la acción intentada es la 
nulidad de un acto administrativo, se 
individualizará éste con toda precisión; y si se 
demanda el restablecimiento de un derecho, 
deberán indicarse las prestaciones que se 
pretenden, ya se trate de indemnizaciones o 
de modificación o reforma del acto demandado 
o del hecho u operación administrativa que 
causa la demanda.’ 

 

Cabe señalar, que sobre el artículo 43ª de la Ley 
135 de 1943, en reiterada jurisprudencia la Sala Tercera 
ha señalado lo siguiente: 
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    ‘... 
    De la lectura de la norma transcrita se 
infiere claramente que en aquellos casos en 
que el actor procura el restablecimiento de 
algún derecho subjetivo que considera 
violado, lo que sólo es viable en las acciones 
de plena jurisdicción, es indispensable que 
indique o señale cuáles son las 
"prestaciones" que pretende con su demanda. 
El cumplimiento de este requisito resulta 
esencial en la medida en que la declaratoria 
de nulidad del acto administrativo impugnado 
no conlleva la reparación automática del 
derecho subjetivo que el afectado estima 
violado.  
    …  
    La indicación de las prestaciones que se 
pretenden con la demanda cumple además 
otra función, ya que establece los límites 
dentro de los cuales ha de pronunciarse la 
Sala al emitir su sentencia.  
   
    De allí, que si el demandante incumple este 
requisito, mal podría este Tribunal servir de 
medio para restablecer el derecho subjetivo 
que se estima violado, pronunciándose sobre 
cuestiones que no se pidieron en la demanda.  
 
    Por la razón de lo expuesto y con 
fundamento en el artículo 50 de la Ley 135 de 
1943, lo que procede es no admitir la 
presente demanda…’ 

 
 Lo anterior implica que, la presente demanda 
contencioso administrativa, no cumple con lo dispuesto 
en el artículo 43 de la ley 135 de 1943, requisito esencial 
en este tipo de demanda de plena jurisdicción.  

 
 Por consiguiente, el resto de los Magistrados que 
integran la Sala Tercera de los Contencioso 
Administrativo, de la Corte Suprema de Justicia, 
administrando justicia en nombre de la República y por 
autoridad de la Ley, previa REVOCATORIA de la 
Resolución de 5 de febrero de 2010, NO ADMITE la 
demanda contencioso administrativa de plena 
jurisdicción,,,” (Lo subrayado es nuestro). 

 
 
  De conformidad con el criterio expuesto, solicitamos a esa Sala que, en 

virtud de lo establecido en el artículo 50 de la ley 135 de 1943, modificado por el 

artículo 31 de la ley 33 de 1946, según el cual no se dará curso a la demanda que 
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carezca de alguno de los requisitos establecidos en los artículos que le preceden, 

REVOQUE la providencia de 17 de diciembre de 2010 que admite la demanda 

contencioso administrativa de plena jurisdicción y, en su lugar, NO SE ADMITA la 

misma. 

 Del Honorable Magistrado Presidente, 

 
 
 

                                                          Nelson Rojas Avila 
Procurador de la Administración, Encargado 

 
 

 
 

Alina Vergara de Chérigo  
Secretaria General, Encargada 
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